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Demanda de acción de inconstitucionalidad, promovida 

por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

H. Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA, en mi carácter de Presidente de la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, personalidad que acredito con 

copia del Acuerdo del Senado de la República, por el que se me designa como tal 

(anexo 1), señalando como domicilio legal para oír y recibir todo tipo de 

notificaciones el ubicado en Periférico Sur número 3469, colonia San Jerónimo 

Lídice, Delegación Magdalena Contreras, Código Postal 10200, en México, Distrito 

Federal, y designando como delegados en los términos del artículo 59 en relación 

con el 11, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 

artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 

Doctor Javier Sepúlveda Amed, y a las licenciadas Patsy Hidalgo Baeza y Daniela 

Esmeralda Martínez Ramos y autorizando en términos del artículo 4° de la Ley 

Reglamentaria para oír notificaciones, imponerse de los autos y recibir copias de 

traslado a María Mercedes Hume Alarcón, Andrea Donají Sol Hernández, Ivette 

Adriana Rosales Morales, Viridiana Sánchez Marín, Gabriela Paulina Creuheras 

González, María Fernanda Karina Castañeda Kegel, Tania Pamela Campos 

Medina, Olivia López Hernández y Eliseo Leonel García Nava, con el debido 

respeto comparezco a exponer lo siguiente: 

De conformidad con lo dispuesto en el inciso g) de la fracción II del artículo 105 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás relativos de la 
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Ley Reglamentaria, estando dentro del plazo que fija el segundo párrafo del 

precepto constitucional citado y 60 de la Ley Reglamentaria, vengo a promover 

la presente DEMANDA DE ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley Reglamentaria, 

manifiesto: 

I. El nombre y firma del promovente: 

Raúl Plascencia Villanueva, en representación legal de la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos. Firma al calce del documento. 

II. Los órganos legislativo y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las 

normas generales impugnadas: 

A) Órgano Legislativo: Congreso del Estado de Baja California. 

B) Órgano Ejecutivo: Gobernador del Estado de Baja California. 

III. La norma general cuya invalidez se reclame y el medio oficial en que se 

hubiere publicado: 

Artículos 1471, 147 bis 12 y 147 bis 23, de la Ley de Salud Pública para el Estado de 

Baja California, publicado en el Periódico Oficial del Estado, el 13 de noviembre de 

2009. 

1 
ARTÍCULO 147.- Se entiende por Centros de Desarrollo Infantil, el establecimiento donde se 

brinda cuidado temporal, alimentación y que en su caso briden educación inicial, a menores de 
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IV. Los preceptos constitucionales que se estimen violados: 

Artículos 1°, 4° y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

edad lactante, maternal, preescolar y menores con discapacidad no dependientes, cualquiera que 
sea su denominación. 
Es Estancia Infantil Familiar, la casa habitación en la que el propietario o posesionario del inmueble 
habita y de manera personal brinda cuidado temporal y alimentación a menores en edad lactante y 
hasta seis años. 
2 ARTÍCULO 147 BIS 1.- La Secretaría de Salud para otorgar autorización sanitaria para el 
funcionamiento de un Centro de Desarrollo Infantil, deberá comprobar que el solicitante satisface 
los requisitos siguientes: 
I.- Tener autorización del uso de suelo del inmueble expedido por la autoridad municipal 
competente; 
II.- Contar con título de propiedad o documento que acredite la legal posesión del inmueble; 
III.- Tener planos arquitectónicos y de instalaciones del inmueble, precisando las relativas a la 
seguridad de las personas, la prevención, control de incendios y la evacuación de los ocupantes, 
autorizado por la autoridad municipal competente. 
IV.- Contar con certificado o documento de aprobación de los dispositivos o sistemas de seguridad 
y prevención de Incendios del Inmueble expedido por la autoridad municipal competente. 
V.- Contar con autorización del cupo máximo de personas en el inmueble, expedida por la 
Autoridad Municipal Competente. 
VI.- Tener autorización de ocupación del inmueble, expedida por la Autoridad Municipal 
Competente. 
VII.- Contar con reglamento interno, manuales técnicos administrativos y programa general de 
trabajo, y 
VIII.- Los demás requisitos que determine el reglamento. 
3 

ARTÍCULO 147 BIS 2.- La Secretaría de Salud para otorgar autorización sanitaria para el 

funcionamiento de una Estancia Infantil Familiar, deberá comprobar que el solicitante satisface los 
requisitos siguientes: 
I.- Contar con título de propiedad o documento que acredite la legal posesión del inmueble; 
II.- Contar con certificado o documento de aprobación de los dispositivos o sistemas de seguridad y 
prevención de Incendios del inmueble expedido por la autoridad municipal competente. 
III.- Contar con estudios mínimos de primaria; 
IV.- Identificación Oficial; 
V.- Registro Federal de Contribuyentes; 
VI.- Constancia de nomenclatura del inmueble expedida por la autoridad municipal, yVII.­
Constancia de capacitación del solicitante en Control de la Nutrición, Crecimiento y Desarrollo del 
Niño expedida por la Secretaría de Salud del Estado. 
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V. Consideraciones en relación con la legitimación activa de la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos para promover la acción de 

inconstitucionalidad. 

El 14 de septiembre de 2006 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la 

adición del inciso g) a la fracción II del artículo 1054 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos mediante la cual se otorgó legitimación activa a la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para impugnar tratados 

internacionales, leyes federales y leyes estatales y del Distrito Federal, que 

vulneren los derechos humanos consagrados en la Constitución. 

A la luz del precepto constitucional citado, acudo a este Alto Tribunal en 

representación legal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en los 

términos del segundo párrafo del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las 

fracciones I y II del artículo 105 constitucional, aplicable en materia de acciones de 

inconstitucionalidad, conforme a lo dispuesto por el diverso 59 del mismo 

ordenamiento legal. La representación con la que comparezco está reconocida en 

4
Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley 

reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
I… 
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción
 
entre una norma de carácter general y esta Constitución.
 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales
 
siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:
 
a)… 
g).- La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal, 
estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo 
Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución. Asimismo los organismos de protección de los derechos 
humanos equivalentes en los estados de la República, en contra de leyes expedidas por las 
legislaturas locales y la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en contra de leyes 
emitidas por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 
…” 
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el artículo 15 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y en 

el artículo 186 del Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, los cuales no requieren acuerdo o formalidad alguna especial para que 

pueda llevar a cabo tal representación, como lo estableció este Alto Tribunal al 

resolver la acción de inconstitucionalidad 146/2007 y su acumulada 147/2007. 

En consecuencia de lo expuesto, vengo a ejercitar la acción de 

inconstitucionalidad, en contra en contra de las siguientes normas generales: 

Artículos 147, 147 bis 1 y 147 bis 2, de la Ley de Salud Pública para el Estado de 

Baja California. 

VI. Consideraciones previas en relación con los temas abordados en la 

presente acción de inconstitucionalidad. 

Los menores forman parte de uno de los grupos con mayor riesgo de 

vulnerabilidad de la población, por tal motivo, diversos organismos tanto públicos 

como privados, se han preocupado por brindarles atención especial con el fin de 

lograr que los niños gocen plenamente del respeto a sus derechos y de los 

beneficios propios de su edad, así como para que se les proteja de su natural 

vulnerabilidad. 

El artículo 4° Constitucional, en su último párrafo, establece que es deber de los 

padres preservar el derecho de los menores a la satisfacción de sus necesidades 

5 
ARTÍCULO 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y 

obligaciones: 
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; 
II… 
6 

Artículo 18. (Órgano ejecutivo) 

La Presidencia es el órgano ejecutivo de la Comisión Nacional. Está a cargo de un presidente, al 
cual le corresponde ejercer, de acuerdo con lo establecido en la Ley, las funciones directivas de la 
Comisión Nacional y su representación legal. 
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y a la salud física y mental y que la ley determinará los apoyos a la protección de 

los menores a cargo de las instituciones públicas. 

En este sentido, el Estado a través de sus instituciones debe velar por el 

desarrollo de los menores, satisfaciendo las necesidades de educación, salud, 

juego, deporte, alimentación, etc. 

Las guarderías son una aportación muy valiosa de la Seguridad Social que brinda 

el Estado para garantizar que los niños estén seguros, con una nutrición 

apropiada, estimulados correctamente desde el punto de vista de su desarrollo, 

favoreciéndose así su proceso de socialización. 

La tragedia del pasado 5 de junio del presente año, en Hermosillo, nos ha 

revelado con toda su crudeza la fragilidad en la que se encuentran los niños que 

acuden a las guarderías en nuestro país, lo que representa una oportunidad para 

que los diversos entes gubernamentales actúen dentro del ámbito de sus 

atribuciones a fin de mejorar las condiciones que actualmente privan en dichos 

centros de atención a infantes. Así, en tanto que no se puede ignorar por parte de 

las instituciones del Estado mexicano el suceso acontecido, resulta un imperativo 

fundamental actuar en ejercicio de sus respectivas facultades para evitar que una 

tragedia así se repita. 

Las guarderías se conciben como un espacio educativo destinado a favorecer el 

desarrollo de los niños y las niñas a través de sus interacciones con los adultos, 

con otros niños y con el medio para que se fortalezcan y adquieran habilidades y 

destrezas a través del juego y experiencias educativas que los enriquezcan física, 

emocional, social e intelectualmente. Cuando una madre o un padre dejan a sus 

hijos en una guardería asumen que su hijo obtendrá todo el cuidado profesional 
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posible, y buscan que la vida en la guardería vaya generando en torno a su niño 

una atmósfera confiable que le proporcione un sentido de seguridad y equilibrio, 

además de irlo preparando para su vida escolar posterior. 

Esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos reconoce la tarea realizada por 

el legislador de Baja California para afrontar el problema de la falta de regulación 

de las guarderías infantiles y su pronta acción para poner remedio a esta 

situación, sin embargo, considera que la Ley de Salud Pública es perfectible, en 

tanto que hay aspectos que pueden ser violatorios de los derechos fundamentales 

de los niños y respecto de los cuales resulta necesario un pronunciamiento del 

Más Alto Tribunal, los cuales se desarrollan en los siguientes conceptos de 

invalidez. 

VII. Conceptos de invalidez. 

PRIMERO. Los artículos 147 bis 1 y 147 bis 2 de la Ley de Salud Pública para el 

Estado de Baja California son inconstitucionales al poner en riesgo el derecho a 

la vida, salud e integridad corporal de los niños, con lo que se viola el artículo 4° 

de la Constitución Federal. 

Los artículos 147 bis 1 y 147 bis 2 citados, regulan los requisitos que deben tener los 

Centros de Desarrollo Infantil y las Estancias Infantiles Familiares en el Estado de 

Baja California. En el caso, se considera que existe violación a los derechos 

fundamentales antes citados, ya que la prestación de este tipo de servicios, que 

implican la atención de la salud, la educación y el desarrollo de los niños, tienen 

particularidades en tratándose de los mismos, pues estamos hablando de menores en 

edad lactante, maternal y preescolar, así como discapacitados que, por su propia 
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condición, no pueden ser equiparados a los adultos debido a que no pueden valerse 

por sí mismos y no cuentan con la madurez física y psicosocial, por lo que de ninguna 

forma pueden ser sujetos a las reglas escasas y vagas de la presente ley. 

A efecto de lograr una mejor claridad en el planteamiento de nuestros argumentos, 

a continuación se hace una exposición del marco jurídico nacional e internacional 

que regula los derechos de los niños, con la finalidad de poner en evidencia la 

delicadez e importancia del tema que se somete a consideración del Más Alto 

Tribunal. 

Nuestra Carta Magna, en su artículo 4°7, en concreto, en el párrafo tercero, 

establece el derecho a la protección de la salud. Asimismo, en el párrafo sexto del 

precepto constitucional en mención, se establece el derecho de los menores a que 

se satisfagan sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 

esparcimiento para alcanzar un desarrollo integral. 

El séptimo párrafo de este artículo, señala la obligación del Estado de proveer 

todo lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio 

pleno de sus derechos, de lo cual se desprende que ésta obligación tiene como 

finalidad el respeto, fomento y garantía de los derechos a la salud y desarrollo 

integral de la niñez antes mencionados. Finalmente el octavo párrafo establece la 

7 
Art. 4o.- […] Toda persona tiene derecho a la protecciòn de la salud. La Ley definirá las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación 
y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción 
XVI del artículo 73 de esta Constituciòn. […] 
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Los ascendientes, tutores y custodios 
tienen el deber de preservar estos derechos. El Estado proveerá lo necesario para propiciar el 
respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos. El Estado otorgará 
facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez. […] 
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obligación de proporcionar facilidades a los particulares para que coadyuven al 

cumplimiento de los derechos de la niñez. 

Asimismo, debe tomarse en cuenta la Convención Sobre los Derechos del Niño, 

adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 

1989 y aprobada por la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, el día 

19 del mes de junio del año de 1990, según Decreto publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el día 31 del mes de julio del propio año y publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 25 de enero de 2001. Dicha convención define los 

derechos mínimos que los Estados Partes deben garantizar a los niños y niñas 

para asegurarles un nivel de vida acorde con su condición y que les permita su 

desarrollo integral como personas. 

Así, debe tomarse en cuenta que el artículo 3, numeral 18, de la Convención sobre 

los Derechos del Niño, obliga a los Estados a tomar en consideración, en todas las 

medidas que tomen los tribunales, las autoridades administrativas, los órganos 

legislativos, entre otros, el interés superior del niño; asimismo en términos del 

artículo 3, numeral 2, los Estados se comprometen a asegurar al niño la protección 

y el cuidado necesarios para su bienestar, tomando para ello las medidas 

legislativas y administrativas necesarias, y los derechos y deberes de sus padres y 

8 Artículo 3: 
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas 
de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u 
otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas 
y administrativas adecuadas. 
3 Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos 
encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las 
autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia 
de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada. 
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tutores; también el artículo 3, numeral 3, de la Convención, establece “la 

obligación de los Estados partes de asegurarse de que las instituciones, servicios 

y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan 

las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en 

materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como 

en relación con la existencia de una supervisión adecuada.” 

El artículo 49 de la Convención sobre los Derechos del Niño regula la obligación de 

los Estados parte de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de 

otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención y en 

lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, se obligan a 

protegerlos hasta el máximo de sus recursos económicos disponibles. 

El artículo 610 de la Convención reconoce que todo niño tiene el derecho intrínseco 

a la vida y, además, la obligación del Estado de garantizar al máximo de su 

Artículo 4. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra 

potencial la supervivencia y el desarrollo del niño. 

El artículo 

establece 

18, numeral 

la obligación 

311 , de 

de los 

la Convención 

Estados Parte de 

sobre 

ado

los 

ptar 

Derechos 

todas las 

del 

me

Niño 

didas 

9 

índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que 
respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estadas Partes adoptarán esas 
medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del 
marco de la cooperación internacional. 
10

Artículo 6. 
1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo 
del niño. 
11

Artículo 18. […] 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres 
trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los 
que reúnan las condiciones requeridas. 
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apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a 

beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que 

reúnan las condiciones requeridas. 

Asimismo, los artículos 4°, numeral 112, y 5°, numeral 113, de la Convención 

Americana de los Derechos Humanos, contienen el derecho a la vida y a la 

integridad personal, estableciendo que todas las personas tienen derecho a que 

esta sea respetada y protegida. 

A partir de la reforma al artículo 4° constitucional publicada el 7 de abril de 2000, 

los derechos de los niños son fundamentales y prevalentes, y atienden al principio 

del interés superior del menor, norma constitucional que involucra al bloque de 

constitucionalidad de los demás derechos consagrados en tratados 

internacionales, contexto constitucional que consagró un deber de protección 

especial a favor de la niñez, así como la garantía de su desarrollo armónico e 

integral. 

Además, el mismo artículo citado dispone que la familia, la sociedad y el Estado, 

en todas las aristas de su actuación, tienen la obligación de asistir y proteger al 

niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus 

derechos. En este sentido lo ha reconocido el Más Alto Tribunal en la tesis aislada 

P. XLV/2008, cuyo contenido es el siguiente: 

12 Artículo 4. (Derecho a la Vida) 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, 
en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 
13 Artículo 5. (Derecho a la Integridad Personal) 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
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“MENORES  DE DIECIOCHO AÑOS.  EL ANÁLISIS  DE UNA  

REGULACIÓN RESPECTO DE ELLOS  DEBE HACERSE  ATENDIENDO  

AL INTERÉS  SUPERIOR Y  A LA PRIORIDAD DE  LA  INFANCIA.  De la  
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interpretación del artículo 4o., sexto párrafo, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en relación con la Ley para la Protección de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, reglamentaria de aquel 

precepto y con la Convención sobre los Derechos del Niño, se advierte que 

el principio del interés superior de la infancia junto con el derecho de 

prioridad, implican que las políticas, acciones y toma de decisiones del 

Estado relacionadas con los menores de 18 años deben buscar el beneficio 

directo del infante y del adolescente a quienes van dirigidas, y que las 

instituciones de bienestar social, públicas y privadas, los tribunales, las 

autoridades administrativas y los órganos legislativos, al actuar en sus 

respectivos ámbitos, otorguen prioridad a los temas relacionados con 

dichos menores. De ahí que para el análisis de la constitucionalidad de una 

regulación respecto de menores de 18 años, sea prioritario, en un ejercicio 

de ponderación, el reconocimiento de dichos principios.” 

Así, de la lectura del marco jurídico nacional e internacional en relación con la 

protección de los derechos de los niños, se advierte que, en efecto, el niño, por su 

falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales tanto 

por parte del Estado, como de sus padres o tutores y, en general de toda la 

sociedad. 

Sin lugar a dudas, a la luz de la normativa constitucional y convencional citada, el 

menor se hace acreedor de un trato preferente que obedece a su calificación 

jurídica como sujeto de especial protección, de la cual se deriva la titularidad de un 
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conjunto de derechos que deben ser contrastados con las circunstancias 

específicas tanto del menor como de la realidad en la que se halla. 

Por lo que respecta al ámbito de la acción del Estado, el principio del interés 

superior del menor debe guiar las acciones estatales. En esta tesitura, dichas 

acciones deben tomar en cuenta las condiciones de fragilidad de los niños, 

creando desde el aspecto legislativo una regulación especializada que tome en 

cuenta todas las condiciones y particularidades de los niños, a fin de dotarles de la 

protección especial que se consagra a nivel constitucional y convencional a nivel 

de tratados internacionales. También dicho principio obliga a que la aplicación de 

las leyes desde el punto de vista administrativo o el judicial vele por el mayor 

beneficio del desarrollo infantil. 

Constitucionalmente, el Legislador tiene la obligación de adecuar las normas 

existentes y de crear otras nuevas, de forma tal que: a) no desconozcan o violen 

los derechos fundamentales de los niños y b) no dejen de contener las medidas 

adecuadas de protección que sean indispensables para garantizar su desarrollo 

libre, armónico e integral. Además, el Legislador debe incluir aquellas otras 

normas que sean necesarias para asegurar el goce efectivo de todos los derechos 

reconocidos tanto en la Constitución como en los convenios y tratados a los que 

se ha hecho referencia. 

El particular reconocimiento y protección de los niños desde las normas 

constitucionales y los tratados internacionales se justifica en cuanto se trata de 

una población vulnerable, frágil, que se encuentra en proceso de formación y 

como tal se hace merecedora de una atención especial. Las razones de esa 

protección, son: a) el respeto de la dignidad humana que, conforme a lo previsto 
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en el Art. 1º de la Constitución, constituye uno de los fundamentos de nuestro 

Estado Social de Derecho; b) su indefensión o vulnerabilidad, por causa del 

proceso de desarrollo de sus facultades y atributos personales, en su necesaria 

relación con el entorno, tanto natural como social, y, c) el imperativo de asegurar 

un futuro promisorio para la comunidad, mediante la garantía de la vida, la 

integridad personal, la salud, la educación y el bienestar de los mismos. 

En esta tesitura, esta Comisión considera que los artículos 147 bis 1 y 147 bis 2 

de la Ley tienen un contenido normativo contrario, y por tanto violatorio de los 

preceptos antes mencionados. Lo anterior, en virtud de que nos enfrentamos a 

una regulación que al incidir en los derechos de los niños, necesariamente debe 

contemplar sus aspectos mínimos básicos y líneas de acción en la ley, lo que no 

sucede con los preceptos impugnados. 

En efecto, los artículos impugnados carecen de una regulación detallada, siendo 

que existe la necesidad de que en la ley se impida que se erosionen los derechos 

de los niños. La tragedia de la guardería ABC, acontecida el pasado junio de 2009, 

revela con toda su crudeza las consecuencias de la falta de regulación en 

materias tan sensibles como son la vida, la seguridad y el bienestar de los niños, 

por eso, es obligación del Estado en sus tres niveles de gobierno tomar las 

medidas necesarias para impedir que en el futuro niñas y niños puedan morir, 

existiendo medios para impedir que ello suceda. 

Así, las fracciones III y IV del artículo 147 bis 1 y la fracción II del artículo 147 bis 2, 

hablan sobre aprobaciones y autorizaciones de la autoridad municipal competente en 

materia de sistemas de seguridad, prevención y control de incendios y evacuación de 
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los ocupantes. En una línea similar, en la fracción VIII del artículo 147 bis 1 se remite 

a los “demás requisitos que determine el reglamento”. 

Al respecto, debe mencionarse que no existe certeza ni seguridad jurídica 

respecto de cuáles son los parámetros a seguir en éste sentido o si estos 

requisitos los puede determinar cada autoridad municipal por su cuenta. Por tanto, 

hemos de cuestionarnos con base en qué expide el certificado la autoridad 

municipal correspondiente estas autorizaciones. Lo anterior, pues aunque no le 

corresponde a esta Comisión hacer un análisis o una investigación en torno al 

marco regulatorio del Estado de Baja California relacionado con la protección civil 

y los requisitos de edificación, habiéndolo hecho, no se advierte que exista 

normativa alguna que regule tal situación. 

La Ley de Edificaciones del Estado de Baja California y la Ley de Protección Civil 

de la misma entidad, contienen algunos lineamientos relacionados con lo 

mencionado en el párrafo anterior, sin embrago, tal circunstancia no anula el vicio 

de constitucionalidad que se alega en la presente demanda, pues como se ha 

mencionado, en el caso se trata de menores de edad que por sus circunstancias 

particulares requieren de una regulación especial, pues resulta evidente que no es 

lo mismo hablar de las medidas de seguridad y protección civil de menores de 

edad desde edad lactante e incluso discapacitados, que de adultos en plenitud de 

capacidades. 

En el caso nos enfrentamos ante una norma que, al incidir en los derechos de los 

niños, necesariamente debe contemplar sus aspectos mínimos básicos y líneas de 

acción en la ley, lo que no sucede con los preceptos impugnados, pues establecen 

una cláusula de escape que no lleva a ninguna solución jurídica, al no existir en 
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Baja California regulación concreta respecto de las guarderías. Es decir, nos 

enfrentamos a la necesidad de que exista una regulación sustantiva en ley que 

impida que se erosionen los derechos de los niños. 

De la misma manera, se omite la regulación sobre el número y competencia del 

personal, puesto que no se requiere de estudios mínimos con los que deban 

contar los solicitantes, a diferencia de los Centros Familiares, caso en el que si se 

requiere de estudios mínimos de primaria. 

Por su parte, en el artículo 147 bis 2 los requisitos son aun más escasos, toda vez 

que en tratándose de Centros Familiares no se exige autorización alguna respecto 

del número de personas que lo pueden ocupar, como si ocurre en el caso de los 

Centros de Desarrollo Infantil. El hecho de que se permita utilizar un domicilio 

particular para el cuidado de los niños no justifica que se elimine un requisito que 

sin duda alguna, incide directamente en la seguridad de los mismos. 

Es decir que, resulta absurdo que no se pida autorización sobre el cupo máximo 

de personas en el inmueble, ya que al tratarse los Centros Familiares de casas 

adaptadas para cuidar a menores y no un establecimiento específicamente 

edificado para tal fin, con mayor razón debe verificarse el número de personas que 

lo vayan a ocupar. 

En efecto, como puede advertirse de la lectura de los numerales impugnados, 

ninguna referencia se hace al número de personal, esta norma convencional 

conlleva, sin lugar a dudas, la obligación no sólo de asegurar el cumplimiento de 

las normas, sino también como presupuesto esencial, el que éstas existan y sean 

suficientes para proteger los derechos de los menores. 
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En este tenor, tenemos que ni el artículo 147 bis 1, ni el artículo 147 bis 2 de la 

Ley, realizan una regulación específica de los requisitos de salud y seguridad de 

las personas, que como mínimo deben observar las guarderías, situación que 

resulta inconstitucional, al poner en riesgo el derecho de los niños a la vida y la 

integridad física y mental. 

Asimismo, violan el artículo 133 constitucional en relación con el artículo 3, 

numeral 3, de la Convención, que establece la obligación de los Estados partes de 

asegurarse de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del 

cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las 

autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, 

número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de 

una supervisión adecuada. 

Por tanto, la norma impugnada, al no tomar en cuenta la condición de los infantes y 

no realizar una regulación particularizada que proteja la vida, integridad física y la 

salud de los niños resulta inconstitucional. 

SEGUNDO. El artículo 147 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja 

California, viola los artículos 1°, 123, apartado A, fracción XXIX y apartado B, 

fracción XI, inciso c) y 133 constitucionales, al hacer una discriminación 

respecto de los menores con discapacidad, excluyéndolos del derecho 

fundamental del servicio de guarderías. 
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El artículo 147 de la Ley, realiza una discriminación hacia los menores discapacitados 

al permitir la exclusión de los discapacitados dependientes, lo cual se deduce de una 

interpretación contrario sensu del precepto impugnado. 

En el artículo impugnado se expresa lo que debe entenderse por “Centros de 

Desarrollo Infantil” y a quienes se les deben brindar cuidado temporal, 

alimentación y educación especial, mencionando a menores en edad lactante, 

maternal, preescolar y menores con discapacidad no dependientes. 

En este sentido, los prestadores del servicio de guardería no podrán aceptar a 

aquellos menores discapacitados dependientes, excluyéndolos del acceso a dicho 

servicio, a menos que la discapacidad del menor sea clasificada como no 

dependiente o bien que el menor discapacitado no requiera de algún cuidado o 

atención especializada. 

En opinión de esta Comisión, el mencionado artículo 147 realiza una 

discriminación respecto de los menores discapacitados al permitir la exclusión de 

los denominados por la ley discapacitados dependientes, con lo que también se 

vulnera el artículo I, numeral 2, inciso b), de la Convención Interamericana para la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con 

discapacidad, los cuales establecen que no constituye discriminación la distinción 

o preferencia adoptada por un Estado a fin de promover la integración social o el 

desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que no limite su 

derecho a la igualdad y que estos no se vean obligados a aceptar la norma, sino 

que tengan la posibilidad de elegir. 
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En el presente caso se presenta una situación discriminatoria porque no se da a 

los padres de los menores con discapacidad la posibilidad de elegir, sino que por 

mandato de la ley quedan excluidos del acceso a las guarderías regulares. 

En este sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, dispuso 

en su artículo 23 que “los Estados Parte reconocen el derecho del niño impedido a 

recibir cuidados especiales”, mediante acciones destinadas “a asegurar que el 

niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los 

servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo y 

las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con el objeto de que el 

niño logre la integración social y el desarrollo individual, incluido su desarrollo 

cultural y espiritual, en la máxima medida posible”. 

Asimismo, se viola lo dispuesto en los principios 1°, 2°, 5°, 7° y 10° de la 

Declaración de los Derechos del Niño, aprobada el 20 de noviembre de 1959, por 

la Asamblea General de la ONU, en los que se que dispone: 

“PRINCIPIO 1. Establece que los derechos enunciados en la Declaración 

serán reconocidos a todos los niños sin excepción alguna. 

PRINCIPIO 2. Prevé que el niño gozará de protección especial y podrá 

disponer de las oportunidades y servicios que le permitan desarrollarse en 

forma sana y normal, en condiciones de libertad y dignidad a fin de crecer 

no sólo física, sino también mental, moral y socialmente. […] 

PRINCIPIO 5. Los niños con alguna enfermedad o discapacidad física o 

mental, deben recibir tratamiento, educación y cuidados especializados. 
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Pueden aprender muchas cosas si se les dedica atención y cuidados 

adecuados. […] 

PRINCIPIO 7. El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y 

obligatoria por lo menos en las etapas elementales. Se le debe dar una 

educación que favorezca su cultura general y le permita desarrollar sus 

aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y social, 

para llegar a ser un miembro útil a la sociedad. El niño debe disfrutar de 

juegos y recreaciones. […] 

PRINCIPIO 10. El niño debe ser protegido contra las prácticas 

discriminatorias. Si alguno es diferente al resto de los demás porque habla 

otro idioma, tiene otros gustos, otras costumbres, otras ideas, otra religión o 

viene de otro pueblo, no debe hacérsele sentir inferior o extraño, tiene los 

mismos derechos que los demás. Cualquiera que sea el color de la piel, de 

sus ojos o de su cabello, tiene derecho a ser respetado. Debe ser educado 

en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y 

fraternidad universal y con plena conciencia de que debe consagrar sus 

energías y aptitudes al servicio de sus semejantes.” 

De la misma manera, se vulnera el artículo III, numeral 1, inciso A de la 

Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra las personas con discapacidad, el cual establece que los 

Estados parte se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias para 

eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su 

plena integración, incluidas aquellas por parte de las autoridades gubernamentales 

y entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, servicios, 

instalaciones, programas y actividades, tales como el empleo, el transporte, las 
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comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la 

justicia y las actividades políticas y de administración. 

En este orden de ideas, a la situación de indefensión propia de su edad se agrega 

la derivada de su condición de invalidez y, por consiguiente, se plantea a la 

sociedad la máxima exigencia de protección. Así, podemos derivar de la 

Constitución, deberes concretos a los padres, docentes, miembros de la 

comunidad y autoridades públicas, que se enderezan a la ayuda y protección 

especial al menor disminuido físico o mental, de modo que se asegure su 

bienestar, rehabilitación y se estimule su incorporación a la vida social. 

Es importante mencionar, que el precepto que se impugna en el presente 

concepto de invalidez, utiliza el concepto de discapacidad no dependiente para 

señalar a aquellos menores a los que no se les podrá prestar el servicio, sin 

establecer ningún lineamiento, señalamiento, ni definición ulterior para darle 

claridad al mismo, lo que abre la puerta a la posibilidad de que se genere una 

conducta arbitraria en su totalidad por parte de los prestadores del servicio. 

Lo anterior, pues al no existir en la Ley ningún otro elemento que aclare tal 

situación, quedará al arbitrio y criterio de los dueños de los Centros de Desarrollo 

Infantil y las Estancias Infantiles Familiares en el Estado de Baja California, la 

admisión o rechazo de los niños discapacitados. 

Las entidades estatales deben garantizar la disponibilidad, el acceso, la 

permanencia y la calidad en la prestación del servicio de guarderías, los cuales 

deben suministrarse en condiciones de igualdad, y bajo la consideración de las 

condiciones especiales de las personas afectadas con discapacidades, de tal 

Edificio “Héctor Fix-Zamudio”
	
Blvd. Adolfo López Mateos No. 1922, Col. Tlacopac San Ángel, Del. Álvaro Obregón, 01040 México, D.F.
 

Tel.: 17 19 21 44 y 17 19 21 26 Fax: 56 81 71 99
 

21 



 
 
 

  
     

   
               

               

 

         

          

  

   

 

        

        

        

        

        

                                                 
           

          
      
         

    
        

       
  

            
 

           
          

  
         

     
       

      
         

   
            

   
          

 
      

   
            

         
       

 
      

PRESIDENCIA
 

forma que los procesos de aprendizaje y socialización de tales sujetos sean lo 

más parecido posible a los de cualquiera de los menores que carecen de alguna 

invalidez, dotándoles para lo cual de los instrumentos necesarios para poder 

asistir a las guarderías regulares. 

En este sentido, se vulnera el artículo 13314 constitucional en relación con el 10, 

fracción III15, de la Ley General de las Personas con Discapacidad, que obliga a las 

autoridades competentes a admitir y atender a menores con discapacidad en los 

centros de desarrollo infantil y guarderías públicas y privadas, así como los 

artículos 1°16 y 123, apartado A, fracción XXIX17 y apartado B, fracción XI, inciso c)18, 

14Art. 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 
Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 
República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de 
cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en 
contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados. 
15

Artículo 10.- La educación que imparta y regule el Estado deberá contribuir a su desarrollo 
integral para potenciar y ejercer plenamente sus capacidades, habilidades y aptitudes. Para tales 
efectos las autoridades competentes establecerán entre otras acciones, las siguientes: (…) 
III. Admitir y atender a menores con discapacidad en los centros de desarrollo infantil y guarderías 
públicas y privadas; 
16Art. 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga 
esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las 
condiciones que ella misma establece. 
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que 
entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
17

Art. 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el 
trabajo, las cuales regirán: 
A.- Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo 
contrato de trabajo: […] 
XXIX.- Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de 
vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de 
guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, 
no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.[…] 
18 
[…] B.- Entre los Poderes de la Uniòn, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores: […] 
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que contienen el derecho fundamental al servicio de guardería, como un elemento 

integrante de la seguridad social. 

Al respecto debe tomarse en cuenta que la Ley General de las Personas con 

Discapacidad es una Ley marco, en tanto que regula aspectos relativos a la 

educación y al acceso a la salud de las personas con discapacidad, razón por la 

cual, aun cuando el Congreso no tiene una facultad concurrente para legislar en 

materia de personas con discapacidad, dicha ley tiene su fundamento en los 

artículos 3 y 4°, en relación con el 73, fracciones XXV y XVI, respectivamente, por 

lo que la misma es Ley Suprema de la Unión, siendo por tanto de jerarquía 

superior a la Ley impugnada. Así lo ha establecido el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en su tesis P. VII/2007, cuyo contenido es el siguiente: 

“LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 

CONSTITUCIONAL. La lectura del precepto citado permite advertir la 

intención del Constituyente de establecer un conjunto de disposiciones de 

observancia general que, en la medida en que se encuentren apegadas a lo 

dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

constituyan la "Ley Suprema de la Unión". En este sentido, debe 

entenderse que las leyes del Congreso de la Unión a las que se refiere el 

artículo constitucional no corresponden a las leyes federales, esto es, a 

XI.- La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas:[…] 
c).- Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y 
signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un mes 
de descanso antes de la fecha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos después del 
mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que hubieren 
adquirido por la relación de trabajo. En el período de lactancia tendrán dos descansos 
extraordinarios por día, de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de 
asistencia médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de 
guarderías infantiles. 

Edificio “Héctor Fix-Zamudio”
	
Blvd. Adolfo López Mateos No. 1922, Col. Tlacopac San Ángel, Del. Álvaro Obregón, 01040 México, D.F.
 

Tel.: 17 19 21 44 y 17 19 21 26 Fax: 56 81 71 99
 

23 



 
 
 

  
     

   
               

               

 

     

         

        

    

     

       

       

       

       

        

      

       

     

 

 

      

       

        

        

        

     

  

 

  

         

  

 

PRESIDENCIA
 

aquellas que regulan las atribuciones conferidas a determinados órganos 

con el objeto de trascender únicamente al ámbito federal, sino que se trata 

de leyes generales que son aquellas que pueden incidir válidamente en 

todos los órdenes jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano. Es 

decir, las leyes generales corresponden a aquellas respecto a las cuales el 

Constituyente o el Poder Revisor de la Constitución ha renunciado 

expresamente a su potestad distribuidora de atribuciones entre las 

entidades políticas que integran el Estado Mexicano, lo cual se traduce en 

una excepción al principio establecido por el artículo 124 constitucional. 

Además, estas leyes no son emitidas motu proprio por el Congreso de la 

Unión, sino que tienen su origen en cláusulas constitucionales que obligan a 

éste a dictarlas, de tal manera que una vez promulgadas y publicadas, 

deberán ser aplicadas por las autoridades federales, locales, del Distrito 

Federal y municipales.” 

En este tenor, la Ley General de las Personas con Discapacidad, es una ley de 

jerarquía superior a la impugnada, por lo que esta última debe respetar el 

contenido de la Ley marco, la cual establece que la educación que imparta y 

regule el Estado deberá contribuir a su desarrollo integral para potenciar y ejercer 

plenamente sus capacidades, habilidades y aptitudes y que, para tales efectos las 

autoridades competentes deberán admitir y atender a menores con discapacidad 

en los centros de desarrollo infantil y guarderías públicas y privadas; 

En este tenor, ante la obligación de las autoridades federal, estatal, municipal y del 

Distrito Federal de admitir y atender a menores con discapacidad en guarderías 

públicas o privadas, debe tomarse en cuenta lo siguiente: 
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a) El trato especial a discapacitados se concibe como un recurso extremo, esto es, 

sólo debe aplicarse cuando valoraciones médicas, psicológicas y familiares la 

consideren como la mejor opción. 

b) Aun probada la necesidad de una educación especial, esta no puede ser la 

excusa para negar el acceso al servicio público de guarderías. Los padres siempre 

deben tener la posibilidad de elegir el Centro de Desarrollo Infantil que deseen 

para sus hijos. 

c) Ante la imposibilidad de brindar un trato especializado, se debe ordenar la 

prestación del servicio público regular, hasta tanto la familia, la sociedad y el 

Estado puedan brindar una mejor opción al menor discapacitado. 

No está por demás mencionar que, a la luz de las normas constitucionales, 

convencionales y la ley marco antes citada, el artículo 147 en cuestión, al utilizar 

el calificativo de menores con discapacidad no dependiente, nos lleva a un 

absurdo, pues todo discapacitado por su propia condición requiere de un cuidado 

especial y distinto al de una persona sin discapacidad. Es así que, todo menor con 

discapacidad es dependiente de alguna u otra manera debido a sus exigencias 

Como se dijo anteriormente, de los criterios asentados en la Ley impugnada se 

puede desprender la posibilidad de una interpretación sumamente discriminatoria, 

pues los prestadores del servicio de guardería, pueden fácilmente negar el servicio 

a cualquier menor discapacitado, alegando que se debe a que el menor 

discapacitado requiere de cuidados y atenciones especiales, excusa que puede 

invocarse para absolutamente todas las personas discapacitadas. 
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Lo anterior es radicalmente contrario a lo que se establece en los antes citados 

preceptos de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las 

formas de discriminación contra las personas con discapacidad, pues estos 

claramente señalan que todas las políticas de un país, tanto las manejadas por las 

entidades públicas como las privadas, deberán estar orientadas a eliminar todo 

tipo de discriminación hacia las personas con discapacidad, y a promover un 

desarrollo de los mismos en la sociedad. 

Por otra parte, si la Suprema Corte llegara a considerar legítima la distinción entre 

discapacitados dependientes y no dependientes, debe tomarse en cuenta que la 

norma no utiliza parámetros en la definición de los mismos, por lo que queda al 

arbitrio del prestador del servicio la determinación de aquellas discapacidades por las 

que se le podrá negar el acceso a un menor, como se dijo en líneas anteriores. 

Asimismo, el artículo 147, no contempla dentro de sus requisitos, que en las 

guarderías se impartan cursos de capacitación y actualización para que el personal 

esté apto para el cuidado de menores con alguna discapacidad. Ciertamente, si la ley 

prevé que se admitan a personas con discapacidad no dependientes, resulta 

inconcuso que el personal profesional de la guardería debe estar capacitado para 

coadyuvar a la formación integral de estos niños. Al no realizarse así, se violan los 

artículos 4 y 133, constitucionales en relación con el artículo 10, fracción IV, de la Ley 

de las Personas con Discapacidad19, así como diversos tratados internacionales en 

materia de protección a los derechos de los menores y discapacitados. 

19
Artículo 10.- La educación que imparta y regule el Estado deberá contribuir a su desarrollo 

integral para potenciar y ejercer plenamente sus capacidades, habilidades y aptitudes. Para tales 
efectos las autoridades competentes establecerán entre otras acciones, las siguientes:(…) 
IV. Formar, actualizar, capacitar y profesionalizar a los docentes y personal asignado que 
intervengan directamente en la incorporación educativa de personas con discapacidad. 
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PRUEBAS 

1. Copia simple. Del Acuerdo del Senado de la República por el que se 

designa al Doctor Raúl Plascencia Villanueva para que ocupe el cargo de 

Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos por un 

periodo de cinco años, contados a partir del 16 de noviembre de 2009 al 15 

de noviembre de 2014. 

2. Copia simple. Del decreto N° 290 por el que se “[…] APRUEBAN LAS 

REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 2 FRACCIÓN III, 5 FRACCIÓN XVII, 11 

FRACCIONES IV, VI Y VII, 12 FRACCIÓN I, 107, 147, 148, 149, 150, 151, 153 

FRACCIÓN XI, 155, 157 FRACCIÓN III, 159, 163, Y 179; ASI COMO LA ADICION 

DE UN ÚLTIMO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 2, UN SEGUNDO PÁRRAFO AL 

ARTÍCULO 147, UNA FRACCIÓN VIII AL ARTÍCULO 11; Y LOS ARTÍCULOS 147 

BIS 1, 147 BIS 2, 147 BIS 3, 147 BIS 4, 147 BIS 5, 147 BIS 6, 147 BIS 7, 147 BIS 

8, 147 BIS 9, 147 BIS 10, 147 BIS 11 Y 147 BIS 12, 148 BIS, 148 BIS 1, 148 BIS 

2, 148 BIS 3 Y 148 BIS 4, TODOS DE LA LEY DE SALUD PÚBLICA PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA […]” publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el día viernes 13 de noviembre de dos mil nueve. 

Por lo antes expuesto y fundado, a esa Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

atentamente pido: 

PRIMERO. Tener por recibida la presente demanda que promuevo con el carácter 

de Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
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SEGUNDO. Admitir a trámite la presente demanda de acción de 

inconstitucionalidad en sus términos. 

TERCERO. Tener por designados como delegados y autorizados a las personas 

indicadas al inicio de este escrito, así como por señalado domicilio para oír y 

recibir notificaciones y documentos. 

CUARTO. Admitir las pruebas ofrecidas en el capítulo correspondiente del 

presente escrito, así como el disco compacto conteniendo la versión electrónica 

del presente escrito. 

QUINTO. En el momento procesal oportuno, declare fundados los conceptos de 

invalidez y declare la inconstitucionalidad de las disposiciones legales 

impugnadas. 

PROTESTO LO NECESARIO 

México, D.F., a 14 de diciembre de 2009. 

RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA
 

PRESIDENTE
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